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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 685/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 
**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

SUBDIRECTOR DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., treinta de noviembre de dos mil veintiuno.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 685/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del treinta de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo a**********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

- Subdirector del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.

ACTO QUE SE IMPUGNA.- ********** 
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del veintidós de noviembre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
 C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que la actora precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a **********de este expediente, documento al que es de otorgarle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.
Suscribe la demanda ********** demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentran directamente dirigido al  aquí actora, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma   se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento que obra agregado en autos a foja 24 del expediente en que se actúa. 
CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno.  

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja 04 y 05 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.- La parte actora hace valer un Único Concepto de Impugnación, dentro el que hace valer agravios consistentes en que el acto que se combate se encuentra indebidamente fundado y motivado porque dice que en el caso en particular la demandada invocó como fundamento de su negativa los artículos 1°, 8°, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 11, 12, 13, 47, 48 fracción I, 49, 50, 56, 73, 74, 75, 76, 81, 94, 135, 138, 140 fracción VII, 141, 142 fracción II, 150 fracción VI, 151, 152  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 3, 45 inciso i, 231, 232, 233, 356 fracción V, 508 párrafo segundo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado. 

Que sin embargo de tales artículos, resalta el artículo 11de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y el 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, el primero de los mencionados establece las obligaciones del Director del Instituto, dentro de las que se encuentra la expedición de certificación de la información que se encuentra en sus archivos, mientras que el artículo 922 contempla los requisitos que se debe de satisfacer para promover las diligencias de Información Ad Perpetuam.  

Que el resto de las disposiciones que invoca como fundamento no son aplicables a la negativa de expedirle el certificado de no inscripción, pues en lo que respecta a los artículos 47 al 50 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se refieren a las solicitudes de registro y no resultan aplicables al caso concreto, porque dice que la solicitud que formuló, tiene por objeto que la autoridad realice una búsqueda en sus archivos, respecto del inmueble ubicado **********que entonces, los citados artículos no tiene relación con su solicitud.

Que contrario a lo señalado por la demandada, no era necesario proporcionarle los datos registrales, pues precisamente que requirió  sobre la falta  de inscripción, resultando incorrecto lo determinado por la autoridad en el sentido de negar su solicitud porque no aportó algún dato registral, pues por el contrario, dice que cumplió con los elementos suficientes para que la dependencia realizara la búsqueda. 

Que en virtud de lo anterior, la exigencia de la responsable en cuanto a que debería de proporcionar los datos registrales del inmueble del que solicitó información, fundada en el artículo 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, transgrede el principio de legalidad consagrada en el artículo 16 Constitucional. (F. 05 y 06).
Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, primeramente es necesario remitirnos al capítulo de ANTECEDENTES del escrito de demanda de la actora, en los que se advierte que el pasado primero de julio de este año, la entonces peticionante solicitó a la demandada llevara a cabo  una certificación de no  inscripción a que se refiere el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, respecto del bien inmueble ubicado en el Predio denominado “el trocito” en la Comunidad de Guadalupe Victoria en el Municipio de Mexquitic de Carmona, San Luis Potosí, con las medidas y colindancias que le fueron señaladas.  

Que el **********, la demandada rechazó su solicitud bajo el argumento de que no adjuntó el plano de ubicación ni agregó los datos registrales, previniéndola para que aclarara su solicitud.

Que el **********, dio cumplimiento con lo solicitado, acompañando el plano requerido en disco compacto, haciendo la aclaración que no le era posible proporcionar datos de inscripción, debido a que precisamente la información que solicita es la confirmación de que su inmueble no se encuentra inscrito en el Registro Público.   

Que sin embargo, a pesar de lo anterior,  la demandada le dio contestación mediante el ********** en el que le negó en forma definitiva  la expedición del certificado que solicitó. (F. 03)
Pues bien, en atención a los agravios señalados en su Concepto de Impugnación, en relación con los antecedentes de su demanda así como de las constancias que obran en el expediente en que se actúa, la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal considera como fundado el Concepto de estudio.  

Veamos, al remitirnos al acto impugnado, el cuál obra agregado en autos a **********del expediente en que se actúa, esto es, el ********** se advierte que la demandada señaló lo siguiente: 

“Agregó el archivo digital georeferenciando con coordenadas UTM del mismo, pero no agregó plano topográfico con firma del Perito autorizado, tampoco agregó los datos registrales, por lo cual impide ubicar el inmueble en cuestión. 
De la lectura que sigue en el acto que se impugna, se advierte que la demandada transcribió parte de los artículos 2°, 11,  47 y 73 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, que dicen:  
ARTÍCULO 2º. El Catastro del Estado y el Registro Público deberán vincularse, integrando además sus procesos con los de las oficinas catastrales municipales, en términos de los convenios que para tal efecto se celebren, con el propósito de diseñar y operar mecanismos que sirvan para reforzar la certeza jurídica que otorga el Registro Público, para dar congruencia a la información técnica con la que cuente el Catastro, y la jurídica existente en el Registro Público, y enriquecer el inventario de inmuebles ubicados en la entidad.

“ARTÍCULO 11. El Director General del Instituto; el Director de Registro Público de la Propiedad; y los registradores, tienen la obligación de expedir a quien lo solicite, certificaciones literales o, en extracto, de las inscripciones o constancias asentadas en los libros o folios registrales, pues la ley aplicable a la materia prevé:.”
“ARTÍCULO 47. Las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales, y además, expresar con precisión el periodo con que ésta se solicita. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva.”
“ARTÍCULO 73. Para los efectos de esta Ley, Catastro es el inventario de la propiedad raíz de los municipios del Estado, estructurado por el conjunto de padrones inherentes a las actividades relacionadas con los bienes inmuebles, ubicados en el territorio de los municipios de la Entidad que identifica, a través de una clave única catastral, e integra una ficha única que describe con detalle y precisión técnica las características del terreno y construcción de un inmueble, y tiene como objetivos generales:

I. Identificar y deslindar los bienes inmuebles..”
Lo subrayado fue lo que transcribió  la demandada.

En seguida, vuelve a repetir el siguiente texto. 
“Agregó el archivo digital georeferenciando con coordenadas UTM del mismo, pero no agregó plano topográfico con firma del Perito autorizado, tampoco agregó los datos registrales, por lo cual impide ubicar el inmueble en cuestión.” 

Por  último, en la parte inferior de dicho acto se aprecia que el fundamento legal en que se basó la demandada para la emisión de ese acto lo fueron los artículos 1°, 8°, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 11, 12, 13, 47, 48 fracción I, 49, 50, 56, 73, 74, 75, 76, 81, 94, 135, 138, 140 fracción VII, 141, 142 fracción II, 150 fracción VI, 151, 152  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; 3, 45 inciso i, 231, 232, 233, 356 fracción V, 508 párrafo segundo de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado. 

Pues bien, en el orden que fue emitida la respuesta por parte de la demandada, se aprecia con toda claridad que no existe el motivo o las razones que se tomaron en cuenta para que la demandada haya determinado que como la entonces peticionante “no agregó los datos registrales, impide ubicar el inmueble en cuestión.” 

Para esta resolutora, no basta con haber transcrito los artículos a que se ha hecho referencia por parte de la demandada a manera de motivar el acto que se impugna, sino que se hacía necesario que se expresaran argumentos lógicos jurídicos que llevaran a la demandada a concluir que a la hoy actora, no le nacía el derecho para otorgarle la certificación que solicitó, solamente porque no agregó a su petición los datos registrales de su bien inmueble. 
Además, no se expresaron las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para estimar que el caso que nos ocupa, puede adecuarse a los fundamentos legales invocados por la demandada.
Po otra parte, del conjunto de artículos y normas en que se fundamentó la demandada, destaca precisamente el artículo 47 de la Ley del Registro Público y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, el cual ha quedado transcrito con anterioridad, mismo que la demandada lo pretendió hacer ver como motivación, al señalar que las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales, entre otras cosas.

Sin embargo, el caso en particular no se encuentra en esa hipótesis por lo siguiente: 

Tales argumentos así como el artículo invocado son incongruentes con lo peticionado por la actora, toda vez que si la intención es obtener una constancia de que el citado bien no está inscrito en el Registro Público de la Propiedad, resulta material y jurídicamente imposible que la entonces solicitante haya aportado esos “datos registrales” si precisamente lo que busca es la certificación de que el inmueble, cuyos datos proporcionó, no cuenta con éstos, por lo que resulta un contrasentido lo resuelto por la autoridad.  
En conclusión el aludido artículo 47 de la ley de la materia, no le es aplicable a la hoy actora.      

 Además de lo anterior, la demandada pasó por alto el artículo 52 de la ley de la materia, que en su contenido establece con toda claridad lo siguiente: 
“ARTÍCULO 52. Podrán ser objeto de primer registro los bienes que se encuentren en el supuesto señalado por el Capítulo de Información Ad-Perpetuam del Código Civil del Estado.

El citado artículo admite una excepción, en el sentido de que podrán ser objeto de primer registro, los bienes que se encuentren en el supuesto señalado por el Capítulo de Información Ad-Perpetuam,  y precisamente el caso que nos ocupa, encuadra en esta hipótesis,   remitiéndonos dicho artículo a la vez al Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Al remitirnos al citado capítulo el Código en mención, se aprecia que el artículo 920 de dicho Código señala que:   

ART. 920.- Las informaciones ad-perpetuam podrán decretarse cuando sólo tenga interés el promovente y se trate: 

I.- De justificar algún hecho o acreditar algún derecho; 

II.- Cuando se pretenda justificar la posesión como medio para acreditar el dominio pleno de un inmueble.

III.- Cuando se trate de comprobar la posesión de un derecho real.
Por otra parte, para llevar a cabo tales diligencias, uno de los requisitos solicitados por el Juez, es precisamente el certificado del Registro Público de la Propiedad que demuestre que el bien inmueble que se pretende inscribir, no está inscrito, según lo establecido por el artículo 922 del Código de Procedimiento Civiles para el Estado de San Luis Potosí, que dice: 

“Artículo 922.- Presentada la solicitud, la cual deberá contener la descripción precisa del inmueble de que se trata, y a la que se acompañará precisamente, el certificado del Registro Público de la Propiedad que demuestre que los bienes no están inscritos, se mandará publicar un edicto que contenga el extracto de ella, en el Periódico Oficial del Estado y en un diario de los de mayor circulación, a juicio del juez, citando a los que se crean con derecho para que se presenten a oponerse. También se publicará el edicto fijándolo por diez días en la puerta del juzgado y en los demás sitios públicos de costumbre.

El certificado del Registro Público de la Propiedad deberá comprender los últimos diez años.”

Se dice lo anterior, pues precisamente de acuerdo a los agravios expuestos por la demandante, en el sentido de que el inmueble de su propiedad **********no tiene antecedentes registrales.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio que dice:

“REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. CUANDO EL INMUEBLE QUE PRETENDE INSCRIBIRSE NO TIENE ANTECEDENTES REGISTRALES, DEBE SEGUIRSE EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DENOMINADO INFORMACIÓN AD PERPETUAM O INMATRICULACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).

La regla general de que en el Registro Público de la Propiedad sólo puede inscribirse la transmisión de un inmueble que está previamente inscrito, para lo cual se requiere proporcionar los antecedentes registrales en cumplimiento del principio de tracto sucesivo, admite una excepción, prevista en el artículo 74 de la Ley del Registro Público de la Propiedad de San Luis Potosí, que a su vez remite al Código de Procedimientos Civiles local, cuando el inmueble que pretende inscribirse no tiene dichos antecedentes, en cuyo caso la ley prevé el procedimiento especial denominado información ad perpetuam o inmatriculación, que tiene por objeto incorporar un bien inmueble que carece de antecedentes registrales al Registro Público de la Propiedad. En efecto, considerando que en estos casos no puede cumplirse el principio de tracto sucesivo, el procedimiento de inmatriculación precisa el cumplimiento de diversos requisitos adicionales al procedimiento normal de inscripción de un inmueble que tiene antecedentes registrales, todos encaminados a garantizar la seguridad jurídica que debe otorgar el Registro Público de la Propiedad, por lo que involucra una investigación para que la autoridad se cerciore de que el inmueble no ha sido inscrito antes; que quien pretende la inscripción tiene la propiedad o posesión del inmueble; y que no exista una persona con un mejor derecho.”
Aunado a lo anterior, se advierte que mediante escrito recibido por la demandada ********** el cual se encuentra agregado en autos a ********** del expediente en que se actúa, la entonces peticionante ofreció ante la demandada como medio de prueba el Disco compacto que acompañó a su escrito original de solicitud, en el que aparecen las coordenadas de ubicación, además, acompaño el disco compacto número 2, con la clave catastral así como los datos de ubicación física del predio en mención. 

En dicho escrito, reiteró que no es posible citar los datos de inscripción, ya que precisamente el objeto de las diligencias de información ad perpetuam es inscribir por primera vez en el Registro Público de la Propiedad  su bien inmueble, razón por las que no le fue posible citar los datos de inscripción. 
Sin embargo, la demandada no tomó en cuenta tal imposibilidad de la actora de proporcionar esos datos, pues precisamente es por lo que solicitaba la certificación de la existencia o no de dato alguno del registro de su propiedad, sino que solamente se concretó a decir que como la entonces peticionante “no agregó los datos registrales, impide ubicar el inmueble en cuestión.” 


Entonces, la respuesta dada a la hoy actora por parte de la demandada, no tiene sustento, ya que si bien es cierto se fundamentó en los artículos que han quedado señalados con antelación, no menos cierto lo es que dicho fundamento, no es acorde con lo solicitado, puesto que si desde un principio la entonces peticionante manifestó no contar con los datos registrales porque son los que precisamente pretende obtener, la demandada no debió emitir su respuesta en el sentido de que “no agregó los datos registrales, impide ubicar el inmueble en cuestión” de lo que se tiene entonces que el acto que se combate se encuentre indebidamente fundado y motivado.

  
Por otra parte, a partir de la publicación del día veintinueve de septiembre de dos mil dieciséis, de la reforma al artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, se actualiza la obligación del Registro Público de la Propiedad, de expedir certificaciones de registro o no en sus libros de bienes inmuebles. 

Además, del conjunto de artículos y normas en que se fundamentó la demandada, destacan los artículos  artículo 3° de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí en comento dice:       
“ARTÍCULO 3º. En todo lo no previsto por la presente Ley se aplicarán supletoriamente, los códigos, Civil, y de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; la Ley de Desarrollo Urbano; el Código Fiscal del Estado; la Ley para la Regularización de la Firma Electrónica Avanzada del Estado, y demás ordenamientos aplicables”

Esto es, que en caso de que la solicitud que en su momento presentaron las entonces solicitantes ante las demandadas, no estuviera prevista en la citada Ley, las demandadas debieron aplicar en forma supletoria el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, sin que así haya sucedido.

Además, cuentan con la atribución de realizar de oficio los actos, así como de allegarse de los medios de prueba que considere necesarios para que estén en capacidad material y jurídica de emitir una respuesta acorde a lo solicitado, en este caso, el certificado de si se encuentra o no registrado el bien inmueble de que se trata, como podría ser, solicitar al área de catastro información respecto de la ubicación física del predio y el soporte documental de la o las inscripciones catastrales que se encuentren involucradas, (claves catastrales) entre otras actuaciones, aunado a lo anterior y como ya fue señalado con antelación, para lo no previsto en la ley de la materia deberá estarse a lo señalado en el artículo 3° de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí.   

El artículo 5° de la aludida Ley del Registro Público, se desprenden las obligaciones del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de dar publicidad a los actos jurídicos inscritos. 

Por su parte el artículo 13, también determina qué actos son inscribibles, entre ellos los títulos de propiedad y derechos reales por los cuales se crea, declare, reconozca, adquiera, transmita, modifique, limite, grave o extinga el dominio, posesión originaria y los demás derechos reales sobre inmuebles.

Sin pasar por alto que el artículo 152, fracción VII inciso a) se desprenden las atribuciones del Director General, dentro de las que se encuentran entre otras, las de organizar el Registro Público de la Propiedad y la prestación de los servicios inherentes al mismo y al efecto, siendo a la vez, depositario de la fe pública registral de la propiedad en el Estado, autorizando con su firma los trámites relacionados con sus funciones. 
Por lo anterior, el fundamento y la motivación que esgrimió la demandada, para no expedir una petición conforme a lo solicitado por la actora resulta ilegal e incongruente, dejándola con ello en un completo estado de indefensión. 
Por su parte, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación, manifestó al respecto que el acto que se impugna, se encuentra fundado y motivado, invocando para tales efectos los mismos artículos y normas que constan en el acto impugnado, así mismo y como motivación, transcribe una vez más parte de los artículos 2°, 11, 47 y 73 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, sin que haga referencia respecto de que la actora desde un inicio manifestó no contar con los datos registrales.    

Con lo anterior se confirma una vez más la ilegalidad con que se emitió el acto que se impugna. 

En tal virtud, al no estar debidamente fundado y motivado el acto administrativo y ser incongruente con lo peticionado por la parte actora, se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista y señalada por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al advertir que los hechos que lo motivaron, se apreciaron en forma equivocada, dictándose por tanto, en contravención de las disposiciones aplicables y que han sido señaladas en esta resolución, lo que trajo en consecuencia una indebida fundamentación y motivación. 

En atención a lo anterior, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado por ende, se decreta su NULIDAD para que la demandada, deje sin efecto legal alguno el acto combatido y en su lugar, emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado acorde con lo solicitado, tomando en consideración los razonamientos que se dejaron plasmados en la presente resolución.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informen sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria. 
Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD del acto impugnado de acuerdo a los razonamientos y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.




�Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.
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